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    SALA LABORAL

          PEREIRA - RISARALDA


ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, veintidós de julio de dos mil nueve.                            

Acta N° 0094 de julio 22 de 2009.

La Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira se reunió para proferir sentencia de primera instancia en la acción de tutela iniciada por Jorge Humberto Tobón Vásquez contra la Registraduría Nacional del Estado Civil. 
El proyecto una vez revisado y discutido, fue aprobado por los restantes Magistrados.

Presenta el actor en la acción de tutela, los siguientes,
HECHOS

1- Afirma el tutelante que perdió se cédula de ciudadanía N° 70.095.166 de Medellín.

2- Expresa que el 10 de abril de 2007, hizo todo el trámite del duplicado de la cédula, y hasta la fecha nada le han resuelto.

3- Indica que no ha podido hacer transacciones bancarias, compra de casa, etc. 
DERECHOS VULNERADOS

Presenta como violados los derechos fundamentales a la identidad, petición, debido proceso e igualdad.

PRETENSIONES

Que se le “expida en forma inmediata la cédula laminada”, folio 2.

PRECEDENTES

La presente acción de tutela le fue repartida a este Despacho el 13 de julio de 2009, avocándose ese mismo día el conocimiento de la misma y dándosele a la demandada dos (2) días para que se pronuncie sobre los hechos.     

La Registraduría Nacional del Estado Civil, no contestó la acción de tutela.

CONSIDERACIONES

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

El artículo 99 de la Carta Política, establece que:

“La calidad de ciudadano en ejercicio es condición previa e indispensable para ejercer el derecho al sufragio, para ser elegido y para desempeñar cargos públicos que lleven anexa autoridad o jurisdicción”
A su vez, el artículo 1° de la Ley 39 de 1969, expresa que:

“Los mayores de 18 años sólo podrán identificarse con la cédula de ciudadanía laminada”

En sentencia C – 511 de 1999 dijo la corte Constitucional, que la cédula de ciudadanía se considera idónea para identificar cabalmente a las personas, acreditar la ciudadanía y viabilizar el ejercicio de los derechos civiles y políticos.  

En jurisprudencia sobre el asunto la Corte Constitucional, trayendo a colación la T-964 de 2001[
], ha expresado:

“La jurisprudencia también ha sido enfática en señalar que la demora de la Registraduría Nacional del Estado Civil para la expedición del documento de identidad desconoce el derecho fundamental a la personalidad jurídica y todos los derechos que de allí se deriven. En Sentencia T-964 de 2001 dijo la Corte sobre este particular:

‘…la no expedición oportuna de la cédula de ciudadanía por parte de la Registraduría Nacional del Estado Civil, como organismo del Estado encargado del deber constitucional de atender lo relativo a la identidad de las personas, entre otras funciones, conculca los derechos fundamentales de los ciudadanos a estar plenamente identificados, de tal suerte que puedan desarrollar todas las actividades propias de su calidad de tales, entre las cuales se encuentra la posibilidad de participar en la conformación, ejercicio y control del poder político, y de esa manera, dar cumplimiento preciso a uno de los fines esenciales del Estado, cual es la de facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan; así como la de realizar actos civiles para los cuales la presentación de ese documento resulta indispensable, todo lo cual lleva a la conclusión de que la carencia de la cédula de ciudadanía afecta de manera directa al ciudadano y a la sociedad’. 

Así mismo, la Corte ha manifestado que la contraseña que se expide para acreditar el trámite del documento de identidad o su duplicado no cumple con esta función y, por tanto, no puede servir de pretexto para dilatar el trámite correspondiente.

Aplicando lo expresado al caso concreto, tenemos que el tutelante afirma que “hizo todo el trámite del duplicado el 10 de abril de 2007”, fl. 1, y acompaña como prueba un anexo a la acción de tutela, obrante al folio 5 en el cual se hace constar: “que Jorge Humberto Tobón Vásquez, identificado con la cédula de ciudadanía N° 70095166 de Medellín, residente en la Avenida Circunvalar N° 4-63; compareció ante el Despacho, con el objeto de denunciar, bajo la gravedad del juramento el extravió de los siguientes documentos: 1- Cédula de ciudadanía. 2- Pase de conducción de automóvil.”

Está constancia, dada por la inspección municipal de policía del sur, Casa de Justicia barrio Cuba, tiene como fecha, el 10 de abril de 2007, es decir la misma que figura en los hechos de la acción de tutela, como correspondiente a los trámites para obtener el duplicado de la cédula perdida.

Con lo cual es del caso considerar, que el actor, en vez de ir a la Registraduría Nacional del Estado Civil y acompañar copia del desprendible para probar que efectúo los trámites para obtener el duplicado de su cédula, acudió ante otra entidad no competente para tales efectos.

Es importante anotar que aunque la prueba en la acción de tutela es menos exigente, no quiere decir que por la informalidad de la misma se exonere de ella al actor.

Quien debe al menos, como dice la Corte Constitucional en sentencia T - 090 de 2009, acompañar al menos una prueba siquiera sumaria.

En el presente caso el promotor de esta tutela, agregó a la misma, dos documentos, uno obrante al folio 5, sobre denuncia del extravío de su cédula y otro al 6, en que se hace constar que se cédula corresponde al número 70.095.166.

De otra parte la Registraduría Nacional del Estado Civil se abstuvo de contestar la acción de tutela.

De donde se concluye, que el señor Tobón Vásquez, no demostró que solicitó su cédula ante la Registraduría Nacional del Estado Civil.    
Siendo del caso negar la tutela de los derechos fundamentales que invoca el señor Jorge Humberto Tobón Vásquez.
En virtud de todo lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución. 

FALLA

PRIMERO: NEGAR las pretensiones de la acción de tutela, por lo expresado en la parte motiva.
SEGUNDO: Si no fuere impugnada esta sentencia, envíese lo más pronto posible a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

TERCERO: NOTIFIQUESE a las partes esta decisión por el medio mas idóneo.


Notifíquese y Cúmplase.


Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria.




[�]. Sentencia de 10 de septiembre de 2001. M.P. Alfredo Beltrán Sierra. Radicación T-480421 y otros. 
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